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Impacto de las decisiones de la CIDH 
por crímenes de lesa humanidad* 

El caso “Mackentor” 

Por Juan C. Vega 

1. Introducción 

Comenzaremos por recordar que el art. 75, inc. 22 de la Const. nacional otorga 
jerarquía constitucional a una legalidad supranacional de derechos humanos y a una 
jurisdicción supranacional. 

Legalidad con presunción de operatividad (Opinión Consultiva 7, Corte Inter-
americana). 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación en “Carranza Latrubesse” sostiene 
la obligatoriedad para los poderes del Estado de cumplir con los informes del art. 51 
de la Comisión Interamericana. 

Tanto la Convención Americana como el Estatuto de la CIDH facultan a la Co-
misión a dictar su propio Reglamento. El actual Reglamento rige desde el año 2010 
y responde a la decisión de 137 período ordinario de sesiones. El objetivo central de 
las reformas reglamentarias fue el de avanzar en el fortalecimiento del sistema a 
través de dos vías: mayor participación de las víctimas y mayores garantías de equi-
librio procesal ante la Comisión. 

En ese contexto de precisiones jurídicas debe leerse la particular situación que 
actualmente presenta el caso Mackentor en el derecho argentino. 

Este caso integra la mega causa de La Perla que se sustancia ante el TOF n° 1 
de Córdoba. 

Su objeto procesal esta conformado por los 21 hechos de la requisitoria fiscal 
integrados a su vez en la figura jurídica del art. 7 del Estatuto de Roma. Se trata de 
hechos que responden a una “persecución masiva de personas” fundada en razones 
políticas, raciales o religiosas y probada en juicio con niveles jurídicos de certeza. 

Todos los hechos de la acusación responden a una única causa, esto es el 
Bando Militar firmado por Luciano Benjamín Menéndez el 25 de abril de 1977 que 
declaraba a Mackentor “sostén financiero de la subversión”. 

En este proceso penal la querella ha pedido la nulidad de los actos cumplidos 
en el iter criminis de la persecución masiva y ha sostenido y probado que esa “per-
secución masiva de personas” se ha continuado después de 1984 mediante actos 
judiciales de consumación de los actos de ejecución cometidos por el terrorismo de 
Estado. 

Es así como se piden en el proceso penal nulidades de actos judiciales cumpli-
dos en democracia por los cuales se les rechazara a las víctimas de Mackentor el 
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acceso a la justicia y a las garantías judiciales. En primer lugar se pide la nulidad de 
la sentencia de prescripción de las acciones civiles iniciadas por Mackentor en 1986 
y de la condena a Mackentor a pagar enormes honorarios por su negligencia proce-
sal en demandar por acciones prescriptas. Luego se pide la nulidad de la quiebra de 
Mackentor del 2002 declarada y fundada en esos créditos por honorarios que no 
había podido pagar. 

Este no es un relato político ni periodístico. Son hechos judiciales probados en 
la causa “Videla, Jorge R., Menéndez, Luciano B. y otros. Abuso de poder. Usurpa-
ción. Allanamiento ilegal de domicilio. Robo calificado. Privación ilegítima de la liber-
tad agravada. Imposición de tormentos”. En este proceso penal se están juzgando 
hechos incluidos en la figura jurídica del art. 7 del Estatuto de Roma “persecución 
masiva de personas” que nunca cesaron de cometerse. Son actos del terrorismo de 
Estado de robo y desapoderamiento de bienes y activos empresariales que nunca 
fueron invalidados por el poder del Estado en democracia. Lo que es más grave fue-
ron confirmados en su validez por jueces de la democracia. En los términos de la 
doctrina de la CSJN posterior al 2005 (Arancibia Clavel, Simón y Mazzeo) son actos 
nulos por que en los hechos han frenado, obstaculizado o prohibido a las víctimas de 
Mackentor acceder a la justicia. En ese contexto y con fecha 29 de enero del 2015 la 
CIDH aprueba un informe de admisibilidad en una petición formulada en el año 2001 
por las víctimas de Mackentor. 

Es el caso 12.983, “Original petición 610/2001 de Natalio Kejner y Ramón W. 
Ramis c/Estado Argentino”. 

Estamos en presencia de dos casos (el penal argentino y el abierto por la Co-
misión) con identidad de víctimas y con identidad de causas. 

2. Informe 3/15 de la Comisión 

Este informe reconoce las 29 víctimas del caso Mackentor que son las quere-
llantes en la causa penal y reconoce como válidas las desapariciones forzadas de 
personas que integran la persecución masiva de personas, objeto procesal de la 
causa (Hernández, Sanjurjo y Sinigaglia). Es decir que son dos causas que compar-
ten el mismo objeto procesal. El informe 3/15 de la Comisión admite como válidos 
los hechos denunciados por las víctimas de Mackentor en el sentido de que los ac-
tos judiciales cumplidos en democracia son contrarios a los arts. 8.1 y 25.1 de la 
Convención. La CIDH al declarar admisibles la petición 611 le otorga al Estado un 
plazo de 4 meses para observar esta decisión. Hay que aclarar aquí que de confor-
midad al art. 38 del Reglamento existe una presunción legal de veracidad de los 
hechos alegados por las víctimas si el Estado no los controvierte en el plazo fijado 
por la Comisión. En el caso Mackentor resulta imposible que el Estado argentino 
controvierta el informe 3/15 dado que en el derecho interno argentino el caso Mac-
kentor ha sido declarado crimen de lesa humanidad en los términos del art. 7 del 
Estatuto de Roma. 

La pregunta central que nos presenta el caso Mackentor es la de saber cuál es 
el impacto procesal real que debe tener en la causa “Menéndez” este informe de 
admisibilidad 3/15 de la CIDH. 
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Y para responder con seriedad jurídica a esta pregunta lo primero que se debe 
precisar es cuál es el valor jurídico que tiene un informe de admisibilidad de la CIDH. 

Y en particular cuál es el valor de este particular informe de admisibilidad dicta-
do en los términos del art. 37.1 del Reglamento cuando se trata de hechos configu-
rativos de “crímenes de lesa humanidad”. Tal como ha sido reconocido y es juzgado 
en la causa judicial de La Perla sustanciada actualmente ante el TOF n° 1 de Córdo-
ba. 

El informe 3/15 de la Comisión Interamericana si bien no es un informe de fon-
do del art. 51 del Reglamento, es un acto decisional que emana de uno de los 2 
órganos del sistema interamericano de protección de derechos humanos y de control 
de abusos de poder estatal. Si bien la Corte Interamericana es el órgano judicial que 
dicta sentencias que son ejecutables en los Estados. La Comisión produce y ejecuta 
decisiones de carácter jurídico que los Estados tienen la obligación de acatar. Se 
trata de decisiones tal como lo dice el art. 36 del Reglamento, que son dictadas en 
base a un procedimiento litigioso en donde las partes ofrecen y controlan pruebas. 

En el informe 3/15 de la CIDH hay una clara decisión jurídica a favor de las 
víctimas de Mackentor. Y el Estado argentino no puede controvertir ese informe da-
do que se trata de crímenes de lesa humanidad. 

Basta leer las 12 páginas de este informe para advertir una estructura argu-
mentativa decisional. La Comisión en sus 76 parágrafos esta decidiendo en todos 
los sentidos y los términos que tiene la palabra decisional. Y es una decisión con 
pleno valor jurídico que se aprueba después de un proceso jurisdiccional de 14 años 
en el que las partes han participado con pleno derecho y aporte de pruebas. 

La CIDH tuvo por ciertos los elementos y pruebas aportados por los peticiona-
rios y rechazó los aportados por el Estado nacional. Asimismo tuvo conocimiento 
que se tramita un proceso penal que a esa fecha se encontraba en etapa de instruc-
ción (actualmente elevado a juicio). Y que si los hechos hubieran ocurrido con ante-
rioridad a la vigencia de la Convención, se aplicarían los arts. I, XXV y XXVI de la 
Declaración Americana. 

La CIDH decide en este informe varias cosas; en primer lugar sobre su plena 
competencia ratione persona, ratione materia, ratione temporis y ratione loci. En se-
gundo lugar por el rechazo de las defensas que interpone el Estado argentino de no 
agotamiento de las vías del derecho interno. Decide también por los límites de su 
competencia a septiembre de 1984 que es la fecha que la Argentina ratifica la Con-
vención Americana. Y decide finalmente sobre la admisibilidad de las violaciones 
denunciadas por los peticionarios Kejner y Ramis a los arts. 8.1 y 25.1 de la Con-
vención en el año 2001 y conforme las pruebas aportadas por las partes en esta ins-
tancia. 

Y al declarar una admisibilidad quiere decir que reconoce acreditadas las viola-
ciones denunciadas. Lo que falta es el informe de fondo del art. 44 del Reglamento. 
Informe de fondo que se dicta en base y con fundamento en este informe de admisi-
bilidad. Los precedentes son claros y nos dicen que existe la casi certeza de una 
condena del Estado argentino. Porque el informe de admisibilidad es la estructura 
jurídica de la decisión. 
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3. Conclusión 

A nuestro juicio estamos frente a un acto decisional (no final ni definitivo) de 
uno de los órganos del sistema americano de derechos humanos. Del único órgano 
al cual los individuos de América tienen legitimación procesal activa para denunciar 
a los Estados. 

Para entender debidamente el significado de una decisión de admisibilidad vale 
recordar que el lenguaje jurídico del sistema interamericano es muy particular y dife-
rente en muchos aspectos del lenguaje jurídico de los derechos internos de los Es-
tados. Dado que en el sistema interamericano los únicos acusados y condenados 
son los Estados, la OEA ha tenido la prudencia de buscar un lenguaje de equilibrio 
entre condenas estatales y respeto a las soberanías estatales. De ahí que en la le-
galidad supranacional americana se hable de “recomendaciones” y no de senten-
cias, de “admisibilidad” y no de hechos probados y ciertos, de “peticiones” y no de 
denuncias por violación a derechos humanos y de “casos” y no de procesos abiertos 
con pruebas suficientes de un estado de sospecha razonable. 

A su vez nuestra posición en relación a este informe de admisibilidad 3/15 de la 
CIDH de que es una verdadera decisión jurídica se valida si se analizan los términos 
y la estructura argumentativa del informe. Es la estructura de una verdadera senten-
cia a favor de las víctimas del caso Mackentor las mismas que son querellantes en la 
causa Menéndez en la mega causa de La Perla ante el TOF n° 1 de Córdoba. 

Es decir que el caso Mackentor y en particular el informe 3/15 de la CIDH nos 
coloca frente a un debate de alta intensidad jurídica. En un juicio por crímenes de 
lesa humanidad el informe fundado de admisibilidad de la CIDH es un simple prece-
dente o es una prueba dirimente de hechos que se están juzgando. Por un lado te-
nemos un caso abierto por la CIDH (12.983) que reconoce como ciertas y válidas las 
violaciones a la Convención Americana denunciadas por las víctimas de Mackentor. 
Por otro lado tenemos un proceso penal interno por crímenes de lesa humanidad 
(art. 7, Estatuto de Roma) en el cual un Tribunal Oral Federal esta juzgando una 
persecución masiva de personas que está integrada por los hechos que juzga viola-
torios de la Convención, el informe 3/15 de la CIDH. 

Para las víctimas querellantes en el caso Menéndez el informe 3/15 de la CIDH 
es dirimente en relación a los actos judiciales de consumación de la persecución 
masiva de personas probados en juicio. La violación que declara probada la Comi-
sión implica la obligación del TOF de declarar nulidades de los actos judiciales dicta-
dos en violación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos –que son 
actos de consumación de la persecución– y de aplicar operativamente el art. 29 del 
Código Penal y simultáneamente iniciar las acciones de repetición y de responsabili-
dad en contra de quienes fueran responsables de los actos violatorios de derechos 
humanos que constata el informe 3/15 de la CIDH. 

A continuación se agrega el informe 3/15 de la CIDH con su notificación formal 
del día 20 de febrero del 2015 firmado por Elizabeth Abi-Mershed, Secretaria Ejecu-
tiva. 
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